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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO

971 INSTRUMENTO de Adhesión de España al
Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades del
Tribunal Internacional del Derecho del Mar,
hecho en Nueva York el 23 de mayo de 1997.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

Concedida por las Cortes Generales la autorización
prevista en el artículo 94.1 de la Constitución y, por
consiguiente, cumplidos los requisitos exigidos por la
Legislación española, extiendo el presente Instrumento
de Adhesión de España al Acuerdo sobre los Privilegios
e Inmunidades del Tribunal Internacional del Derecho
del Mar, hecho en Nueva York el 23 de mayo de 1997,
para que mediante su depósito y de conformidad con
lo dispuesto en su artículo 29, España pase a ser Parte
de dicho Acuerdo.

En fe de lo cual firmo el presente Instrumento, debi-
damente sellado y refrendado por el infrascrito Ministro
de Asuntos Exteriores.

Dado en Madrid, a 23 de diciembre de 2000.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Asuntos Exteriores,

JOSEP PIQUÉ I CAMPS

ACUERDO SOBRE LOS PRIVILEGIOS E INMUNIDADES

DEL TRIBUNAL INTERNACIONAL DEL DERECHO

DEL MAR

Los Estados Partes en el presente Acuerdo,
Considerando que la Convención de las Naciones Uni-

das sobre el Derecho del Mar estableció el Tribunal Inter-
nacional del Derecho del Mar,

Reconociendo que el Tribunal debería gozar, en el
territorio de cada uno de los Estados Partes, de la capa-
cidad jurídica, los privilegios y las inmunidades que sean
necesarios para el ejercicio de sus funciones,

Recordando que, según el artículo 10 del Estatuto
del Tribunal, en el ejercicio de las funciones del cargo
los miembros del Tribunal gozarán de privilegios e inmu-
nidades diplomáticos,

Reconociendo que quienes intervengan en las actua-
ciones y los funcionarios del Tribunal deben gozar de
los privilegios e inmunidades que sean necesarios para
el ejercicio independiente de sus funciones en relación
con el Tribunal,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1. Términos empleados.

A los efectos del presente Acuerdo:

a) Por «Convención» se entenderá la Convención
de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, de 10
de diciembre de 1932;

b) Por «Estatuto» se entenderá el Estatuto del Tri-
bunal Internacional del Derecho del Mar, contenido en
el anexo VI de la Convención;

c) Por «Estados Partes» se entenderá los Estados
Partes en el presente Acuerdo;

d) Por «Tribunal» se entenderá el Tribunal Interna-
cional del Derecho del Mar;

e) Por «miembro del Tribunal» se entenderá un
miembro elegido del Tribunal o la persona designada
con arreglo al artículo 17 del Estatuto a los efectos de
una causa determinada;

f) Por «Secretario» se entenderá el Secretario del
Tribunal y todo funcionario del Tribunal que desempeñe
esa función;

g) Por «funcionarios del Tribunal» se entenderán el
Secretario y demás miembros del personal de la Secre-
taría;

h) Por «Convención de Viena» se entenderá la Con-
vención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, de 18
de abril de 1961.

Artículo 2. Personalidad jurídica del Tribunal.

El Tribunal tendrá personalidad jurídica y podrá:

a) Celebrar contratos;
b) Adquirir y enajenar bienes muebles e inmuebles;
c) Entablar acciones judiciales.

Artículo 3. Inviolabilidad de los locales del Tribunal.

Los locales del Tribunal serán inviolables, con sujeción
a las condiciones que se acuerden con el Estado Parte
de que se trate.

Artículo 4. Pabellón y emblema.

El Tribunal tendrá derecho a enarbolar su pabellón
y exhibir su emblema en sus locales y en los vehículos
que utilice con fines oficiales.

Artículo 5. Inmunidad del Tribunal y de sus bienes,
haberes y fondos.

1. El Tribunal gozará de inmunidad de jurisdicción
y de ejecución, salvo en la medida en que renuncie expre-
samente a ella en un caso determinado. Se entenderá,
sin embargo, que esa renuncia no será aplicable a nin-
guna medida ejecutoria.
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2. Los bienes, haberes y fondos del Tribunal, don-
dequiera que se encuentren y en poder de quienquiera
que se hallen, gozarán de inmunidad contra allanamien-
to, requisición, confiscación, embargo y expropiación y
contra toda forma de interferencia, ya sea de carácter
ejecutivo, administrativo, judicial o legislativo.

3. Los bienes y haberes del Tribunal estarán exentos
de restricciones, reglamentaciones, controles y morato-
rias de toda índole, en la medida en que ello sea nece-
sario para el desempeño de sus funciones.

4. El Tribunal contratará seguros de responsabilidad
civil en relación con los vehículos que sean de su pro-
piedad o que utilice conforme lo exijan las Leyes y los
Reglamentos del Estado en cuyo territorio se utilicen
esos vehículos.

Artículo 6. Archivos.

Los archivos del Tribunal y todos los documentos
que le pertenezcan o tenga bajo su custodia serán invio-
lables dondequiera que se encuentren. El Estado Parte
en el que estén ubicados los archivos será informado
de la ubicación de esos archivos y de los documentos.

Artículo 7. Ejercicio de las funciones del Tribunal fuera
de la Sede.

El Tribunal, en los casos en que considere conveniente
reunirse o ejercer en alguna otra forma sus funciones
fuera de su Sede, podrá concertar con el Estado de que
se trate un acuerdo relativo a los servicios e instalaciones
necesarios para esos efectos.

Artículo 8. Comunicaciones.

1. A los efectos de sus comunicaciones y corres-
pondencia oficiales, el Tribunal gozará en el territorio
de cada Estado Parte y en la medida en que ello sea
compatible con las obligaciones internacionales de ese
Estado, de un trato no menos favorable que el que el
Estado Parte conceda a cualquier organización inter-
gubernamental o misión diplomática en materia de
prioridades, tarifas e impuestos aplicables a la corres-
pondencia y a las diversas formas de comunicación y
correspondencia.

2. El Tribunal podrá utilizar todos los medios apro-
piados de comunicación y emplear claves o cifras en
sus comunicaciones o correspondencia oficiales. La
correspondencia y las comunicaciones oficiales del Tri-
bunal serán inviolables.

3. El Tribunal podrá despachar y recibir correspon-
dencia y otros materiales o comunicaciones por correo
o valija, los cuales gozarán de los mismos privilegios,
inmunidades y facilidades que los concedidos a los
correos y las valijas diplomáticos.

Artículo 9. Exención de impuestos, derechos de aduana
y restricciones de importación o exportación.

1. El Tribunal, sus haberes, ingresos y otros bienes,
así como sus operaciones y transacciones, estarán exen-
tos de toda contribución directa; se entiende, sin embar-
go, que el Tribunal no podrá reclamar exención alguna
por concepto de tasas que constituyan la remuneración
de servicios públicos prestados.

2. El Tribunal estará exento de todo derecho de
aduana, impuesto sobre la cifra de negocios, prohibición
o restricción respecto de los artículos que importe o
exporte para su uso oficial.

3. Los artículos que se importen o adquieran libres
de derechos no serán vendidos ni enajenados en el país
donde sean importados sino conforme a las condiciones

que se acuerden con el Gobierno de ese Estado Parte.
El Tribunal también estará exento de todo derecho de
aduana, impuesto sobre la cifra de negocios, prohibición
o restricción respecto de la importación y exportación
de sus publicaciones.

Artículo 10. Reembolso de derechos o impuestos.

1. El Tribunal, por regla general, no reclamará la
exención de los derechos e impuestos incluidos en el
precio de bienes muebles o inmuebles ni de los derechos
pagados por servicios prestados. Sin embargo, cuando
el Tribunal efectúe compras importantes de bienes y
artículos o servicios destinados a uso oficial y gravados
o gravables con derechos o impuestos, los Estados Partes
tomarán las disposiciones administrativas del caso para
la exención de esos gravámenes o el reembolso del mon-
to del derecho o impuesto pagado.

2. Los artículos comprados que estén sujetos a
exención o reembolso no se venderán ni enajenarán en
ninguna otra forma, salvo de conformidad con las
condiciones establecidas por el Estado Parte que haya
concedido la exención o el reembolso. No se concederán
exenciones ni reembolsos respecto de las tarifas de los
servicios públicos suministrados al Tribunal.

Artículo 11. Impuestos.

1. Los sueldos, emolumentos y prestaciones que
perciban los miembros y los demás funcionarios del Tri-
bunal estarán exentos de toda clase de impuestos.

2. Cuando la aplicación de un impuesto de cualquier
índole dependa de la residencia, los períodos durante
los cuales esos miembros o funcionarios permanezcan
en un Estado a fin de desempeñar sus funciones no
serán considerados períodos de residencia si dichos
miembros o funcionarios gozan de privilegios, inmuni-
dades y facilidades diplomáticas.

3. Los Estados Partes no estarán obligados a eximir
del impuesto sobre la renta las pensiones o las rentas
vitalicias que perciban los ex miembros y los ex fun-
cionarios del Tribunal.

Artículo 12. Fondos y exención de restricciones mone-
tarias.

1. El Tribunal no quedará sometido a controles,
reglamentos o moratorias financieros de índole alguna
en el desempeño de sus funciones y podrá:

a) Tener fondos, divisas de cualquier tipo u oro y
cuentas en cualquier moneda;

b) Transferir sus fondos, oro o sus divisas de un
país a otro o dentro de un país y convertir a cualesquiera
otras las monedas que tenga en su poder;

c) Recibir, tener, negociar, transferir o convertir
bonos u otros títulos financieros o realizar cualquier tran-
sacción con ellos.

2. En el ejercicio de sus derechos conforme al párra-
fo 1, el Tribunal, tendrá debidamente en cuenta las obser-
vaciones que le haga un Estado Parte, en la medida
en que pueda hacerlo sin desmedro de sus intereses.

Artículo 13. Miembros del Tribunal.

1. Los miembros del Tribunal, mientras se encuen-
tren en el ejercicio de sus funciones, gozarán de los
privilegios, inmunidades, facilidades y prerrogativas que
se otorguen a los Jefes de Misiones Diplomáticas con
arreglo a la Convención de Viena.

2. Los miembros del Tribunal y los familiares que
formen parte de sus hogares recibirán todas las faci-
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lidades para salir del país en que se encuentren y para
entrar al país donde el Tribunal se reúna. En el curso
de los viajes que hagan en el ejercicio de sus funciones
gozarán, en todos los países por los que tengan que
pasar, de los privilegios, inmunidades y facilidades que
se conceden en ellos a los agentes diplomáticos en cir-
cunstancias similares.

3. Los miembros del Tribunal que, para mantenerse
a disposición del Tribunal, estén residiendo en un país
distinto del de su nacionalidad o residencia permanente,
gozarán, junto con los familiares que formen parte de
sus hogares, de privilegios, inmunidades y facilidades
diplomáticas mientras residan en ese país.

4. Los miembros del Tribunal, así como los fami-
liares que formen parte de sus hogares, tendrán en épo-
cas de crisis internacional las mismas facilidades de repa-
triación que se acuerden a los agentes diplomáticos con
arreglo a la Convención de Viena.

5. Los miembros del Tribunal contratarán seguros
de responsabilidad civil en relación con los vehículos
que sean de su propiedad o que utilicen conforme lo
exijan las Leyes y los Reglamentos del Estado en cuyo
territorio se utilicen esos vehículos.

6. Los párrafos 1 a 5 del presente artículo serán
aplicables a los miembros del Tribunal incluso después
de haber sido reemplazados si siguen ejerciendo sus
funciones con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3
del artículo 5 del Estatuto.

7. Los miembros del Tribunal, a los efectos de su
completa libertad de expresión e independencia en el
desempeño de su cometido, seguirán gozando de inmu-
nidad judicial respecto de las declaraciones que hayan
formulado verbalmente o por escrito y los actos que
hayan realizado en desempeño de sus funciones aun
cuando ya no sean miembros del Tribunal o no presten
servicios en él.

Artículo 14. Funcionarios.

1. El Secretario gozará mientras se halle en ejercicio
de sus funciones, de privilegios, inmunidades y facili-
dades diplomáticos.

2. Los demás funcionarios del Tribunal gozarán, en
el país donde se encuentren por asuntos del Tribunal
o en el país que atraviesen con tal fin, de los privilegios,
inmunidades y facilidades que sean necesarios para el
ejercicio independiente de sus funciones. En particular:

a) Gozarán de inmunidad contra toda forma de
arresto o detención y contra la incautación de su equipaje
personal;

b) Tendrán derecho a importar, libres de derechos,
sus muebles y efectos en el momento en que ocupen
su cargo en el país de que se trate y a exportar a su
país de residencia permanente, libres de derechos, esos
muebles y efectos;

c) Estarán exentos de la inspección de su equipaje
personal, a menos que haya fundadas razones para creer
que el equipaje contiene artículos que no están des-
tinados al uso personal o cuya importación o exportación
esté prohibida por la ley o sometida a control por las
normas de cuarentena del Estado Parte de que se trate,
en tal caso, se hará una inspección en presencia del
funcionario;

d) Gozarán de inmunidad judicial de toda índole res-
pecto de las declaraciones que formulen verbalmente
o por escrito y los actos que realicen en el ejercicio
de sus funciones; esta inmunidad subsistirá incluso des-
pués de que haya cesado en el ejercicio de sus funciones;

e) Estarán exentos de la obligación de prestar cual-
quier servicio de carácter nacional;

f) Junto con los miembros de su familia que forman
parte de sus hogares, estarán exentos de las restricciones

en materia de inmigración y las formalidades de registro
de extranjeros;

g) Tendrán las mismas facilidades cambiarias que
los funcionarios de categoría equivalente pertenecientes
a las Misiones Diplomáticas acreditadas ante el Gobierno
de que se trate;

h) Junto con los miembros de su familia que forman
parte de sus hogares, tendrán, en época de crisis inter-
nacional, las mismas facilidades de repatriación reco-
nocidas a los enviados diplomáticos con arreglo a la
Convención de Viena;

3. Los funcionarios del Tribunal contratarán seguros
de responsabilidad civil en relación con los vehículos
de su propiedad o que utilicen conforme lo exijan las
Leyes y los Reglamentos del Estado en cuyo territorio
se utilicen esos vehículos.

4. El Tribunal comunicará a todos los Estados Partes
las categorías de funcionarios a quienes serán aplicables
las disposiciones del presente artículo. Los nombres de
los funcionarios comprendidos en ellas serán comuni-
cados periódicamente a todos los Estados Partes.

Artículo 15. Expertos nombrados de conformidad con
el artículo 289 de la Convención.

Los expertos nombrados de conformidad con el
artículo 289 de la Convención gozarán de los privilegios,
inmunidades y facilidades que sean necesarios para el
ejercicio independiente de sus funciones durante el
período de su misión, inclusive el tiempo necesario para
realizar los viajes relacionados con ella. En particular,
gozarán de:

a) Inmunidad de arresto o detención personal y con-
tra la incautación de su equipaje personal;

b) Exención de la inspección de su equipaje per-
sonal, a menos que haya fundadas razones para creer
que el equipaje contiene artículos que no están des-
tinados al uso personal o cuya importación o exportación
esté prohibida por la Ley o sometida a control por las
normas de cuarentena del Estado Parte de que se trate;
en tal caso se hará una inspección en presencia del
experto;

c) Inmunidad judicial de toda índole respecto de las
declaraciones que formulen verbalmente o por escrito
y los actos que realicen en el ejercicio de sus funciones;
esta inmunidad subsistirá incluso después de que hayan
cesado en el ejercicio de sus funciones;

d) Derecho a la inviolabilidad de documentos o
papeles;

e) Exención de las restricciones en materia de inmi-
gración y las formalidades de registro de extranjeros;

f) Las mismas facilidades con respecto a las restric-
ciones monetarias y cambiarias que se acuerden a los
representantes de Gobiernos extranjeros en misión ofi-
cial temporal;

g) Los expertos tendrán en épocas de crisis inter-
nacional, las mismas facilidades de repatriación reco-
nocidas a los enviados diplomáticos con arreglo a la
Convención de Viena.

Artículo 16. Agentes, consejeros y abogados.

1. Los agentes, consejeros y abogados habilitados
para comparecer ante el Tribunal gozarán, durante el
período que dure el cumplimiento de su cometido y que
incluirá el tiempo transcurrido en viajes relacionados con
éste, de los privilegios, inmunidades y facilidades que
sean necesarios para el ejercicio independiente de sus
funciones. En particular, gozarán de:

a) Inmunidad de arresto o detención personal y con-
tra la incautación de su equipaje personal;
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b) Exención de la inspección de su equipaje per-
sonal, a menos que haya fundadas razones para creer
que el equipaje contiene artículos que no están des-
tinados al uso personal cuya importación o exportación
esté prohibida por la ley o sometida a control por las
normas de cuarentena del Estado Parte de que se trate;
en tal caso se hará una inspección en presencia del
agente, consejero o abogado;

c) Inmunidad judicial de toda índole respecto de las
declaraciones que formulen verbalmente o por escrito
y los actos que realicen en el desempeño de sus fun-
ciones; esta inmunidad subsistirá incluso después de que
hayan cesado en el ejercicio de sus funciones;

d) Derecho a la inviolabilidad de documentos y
papeles;

e) Derecho a recibir documentos o correspondencia
por correo o en valija sellada;

f) Exención de las restricciones en materia de inmi-
gración y las formalidades de registro de extranjeros;

g) Las demás facilidades respecto del equipaje per-
sonal y las restricciones monetarias o cambiarias acor-
dadas a los representantes de Gobiernos extranjeros en
misión oficial temporal;

h) Las mismas facilidades de repatriación en épocas
de crisis internacional acordadas a los enviados diplo-
máticos con arreglo a la Convención de Viena.

2. Al recibirse la notificación de las partes en una
actuación que se incoe ante el Tribunal acerca de la
designación de un agente, consejero o abogado, se
extenderá un certificado del estatuto de ese represen-
tante con la firma del Secretario por el plazo que razo-
nablemente sea necesario para sustanciar las actuacio-
nes.

3. Las autoridades competentes del Estado de que
se trate concederán los privilegios, inmunidades y faci-
lidades que se consignan en el presente artículo cuando
les sea presentado el certificado mencionado en el párra-
fo 2.

4. Cuando la aplicación de un impuesto de cualquier
índole dependa de la residencia, los períodos durante
los cuales esos agentes, consejeros o abogados perma-
nezcan en un Estado a fin de desempeñar sus funciones
no serán considerados períodos de residencia.

Artículo 17. Testigos, expertos y personas en misión.

1. Se acordarán a los testigos, expertos y personas
que estén en misión por orden del Tribunal los privilegios,
inmunidades y facilidades que se estipulan en los inci-
sos a) a f) del artículo 15, con inclusión del tiempo en
que se haya estado en viaje en relación con sus misiones.

2. Los testigos, expertos y personas que estén en
misión recibirán facilidades de repatriación en épocas
de crisis internacional.

Artículo 18. Nacionales y residentes permanentes.

Salvo en lo que respecta a los privilegios e inmu-
nidades que pueda otorgar el Estado Parte de que se
trate, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11,
las personas que disfrutan de los privilegios e inmuni-
dades conferidos en virtud del presente Acuerdo sólo
disfrutarán, en el territorio del Estado Parte del que sean
nacionales o residentes permanentes, de inmunidad judi-
cial y de inviolabilidad respecto de las declaraciones que
hayan formulado verbalmente o por escrito y de los actos
que hayan realizado en el desempeño de sus funciones,
inmunidad que subsistirá incluso después de que hayan
cesado en el ejercicio de sus funciones en relación con
el Tribunal.

Artículo 19. Respeto de Leyes y Reglamentos.

1. Los privilegios, inmunidades, facilidades y prerro-
gativas estipulados en los artículos 13 a 17 del presente
Acuerdo no se otorgan para beneficio personal de los
interesados, sino para salvaguardar el ejercicio indepen-
diente de sus funciones en relación con el Tribunal.

2. Sin perjuicio de sus privilegios e inmunidades,
todas las personas a que se hace referencia en los
artículos 13 a 17 deberán respetar las Leyes y los Regla-
mentos del Estado Parte en cuyo territorio ejerzan sus
funciones oficiales o por cuyo territorio deban pasar en
el ejercicio de esas funciones. También están obligadas
a no inmiscuirse en los asuntos internos de ese Estado:

Artículo 20. Renuncia a la inmunidad.

1. Habida cuenta de que los privilegios e inmuni-
dades que se estipulan en el presente Acuerdo se otor-
gan en interés de la buena administración de justicia
y no en beneficio personal, la autoridad competente tiene
el derecho y la obligación de renunciar a la inmunidad
en los casos en que, a su juicio, esa inmunidad pueda
obstaculizar el curso de la justicia y sea posible renunciar
a ella sin detrimento de la administración de justicia.

2. Para esos efectos, la autoridad competente en
el caso de los agentes, consejeros y abogados que repre-
senten a un Estado Parte ante el Tribunal o que hayan
sido designados por él será el Estado de que se trate.
En el caso de otros agentes, consejeros y abogados,
el Secretario, los expertos designados de conformidad
con el artículo 289 de la Convención y los testigos, los
expertos y las personas en misión, la autoridad com-
petente será el Tribunal. En el caso de otros funcionarios
del Tribunal, la autoridad competente será el Secretario,
previa aprobación del Presidente del Tribunal.

Artículo 21. Laissez-passer y visados.

1. Los Estados Partes reconocerán y aceptarán
como documentos de viaje válidos los laissez-passer de
las Naciones Unidas expedidos a los miembros y fun-
cionarios del Tribunal o a los expertos nombrados en
virtud del artículo 289 de la Convención.

2. Las solicitudes de visado (cuando sea necesario)
presentadas por los miembros del Tribunal y por el Secre-
tario serán tramitadas con la mayor rapidez posible. Tam-
bién lo serán las presentadas por cualquier otra persona
que sea titular o tenga derecho a ser titular del lais-
sez-passer al que se hace referencia en el párrafo 1 del
presente artículo y por las personas a que se hace refe-
rencia en los artículos 16 y 17, cuando estén acom-
pañadas de un certificado en que conste que su viaje
obedece a asuntos del Tribunal.

Artículo 22. Libre circulación.

No se impondrán restricciones administrativas ni de
otra índole a la libre circulación de los miembros del
Tribunal ni de las demás personas mencionadas en los
artículos 13 a 17, cuando viajen a la sede del Tribunal
o regresen de ésta, o cuando viajen al lugar en que
el Tribunal se reúna o ejerza sus funciones o regresen
de él.

Artículo 23. Seguridad y mantenimiento del orden
público.

1. El Estado Parte que considere que tiene que
tomar medidas que sean necesarias, sin perjuicio del
funcionamiento independiente y debido del Tribunal,
para velar por su seguridad o el mantenimiento del orden
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público de conformidad con el derecho internacional,
se pondrá en contacto con el Tribunal con la mayor
rapidez posible en las circunstancias del caso a fin de
determinar de mutuo acuerdo las medidas necesarias
para proteger al Tribunal.

2. El Tribunal cooperará con el Gobierno de ese Esta-
do Parte para evitar que sus actividades puedan redundar
en modo alguno en desmedro de la seguridad o el orden
público.

Artículo 24. Cooperación con las autoridades de los
Estados Partes.

El Tribunal cooperará en todo momento con las auto-
ridades competentes de los Estados Partes para facilitar
el cumplimiento de sus leyes e impedir abusos en rela-
ción con los privilegios, inmunidades, facilidades y prerro-
gativas a que se refiere el presente Acuerdo.

Artículo 25. Relación con acuerdos especiales.

Si una disposición del presente Acuerdo y una dis-
posición de cualquier acuerdo especial celebrado entre
el Tribunal y un Estado Parte se refieren al mismo tema,
se considerará, cuando sea posible, que son comple-
mentarias, de modo que una y otra serán aplicables y
ninguna de ellas limitará el efecto de la otra; en caso
de conflicto, sin embargo, primará la disposición del
acuerdo especial.

Artículo 26. Arreglo de controversias.

1. El Tribunal tomará las disposiciones del caso para
el arreglo satisfactorio de las controversias:

a) Que dimanen de contratos o que se refieran a
otras cuestiones de derecho privado en que sea parte;

b) Que se refieran a cualquiera de las personas men-
cionadas en el presente Acuerdo que, en razón de su
cargo, gocen de inmunidad, si no se hubiera renunciado
a ella.

2. Todas las controversias relativas a la interpreta-
ción o aplicación del presente Acuerdo serán sometidas
a un tribunal arbitral, a menos que las partes hayan con-
venido en otra forma de arreglo. Las controversias entre
el Tribunal y un Estado Parte que no se resuelvan median-
te consultas, negociación u otro medio convenido de
arreglo dentro de los tres meses posteriores a la pre-
sentación de una solicitud por una de las partes, serán
sometidas para su fallo definitivo, previa solicitud de una
de las partes en ella, a un grupo integrado por tres árbi-
tros de los cuales uno será elegido por el Tribunal, otro
por el Estado Parte y el tercero, que los presidirá, por
los dos primeros. Si una de las partes en la controversia
no hubiese designado un árbitro en el plazo de dos
meses, contados a partir del nombramiento del primer
árbitro, hará la designación el Secretario General de las
Naciones Unidas. En caso de que los dos primeros árbi-
tros no convinieran en el nombramiento de un tercero
en los tres meses siguientes a sus nombramientos, el
Secretario General de las Naciones Unidas elegirá al ter-
cer árbitro, previa solicitud del Tribunal o del Estado
Parte.

Artículo 27. Firma.

El presente Acuerdo estará abierto a la firma de todos
los Estados y seguirá abierto a la firma en la Sede de
las Naciones Unidas durante veinticuatro meses a partir
del 1 de julio de 1997.

Artículo 28. Ratificación.

El presente Acuerdo está sujeto a ratificación. El Ins-
trumento de Ratificación será depositado en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 29. Adhesión.

El presente Acuerdo estará abierto a la adhesión de
todos los Estados. El Instrumento de Adhesión será depo-
sitado en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

Artículo 30. Entrada en vigor.

1. El presente Acuerdo entrará en vigor treinta días
después de la fecha en que se deposite el décimo Ins-
trumento de Ratificación o Adhesión.

2. Respecto de cada Estado Parte que ratifique el
presente Acuerdo o se adhiera a él después del depósito
del décimo Instrumento de Ratificación o Adhesión, el
presente Acuerdo entrará en vigor en el trigésimo día
siguiente al depósito de su Instrumento de Ratificación
o Adhesión.

Artículo 31. Aplicación provisional.

Si un Estado tiene la intención de ratificar el presente
Acuerdo o adherirse a él, podrá en cualquier momento
notificar al depositario de que aplicará el presente Acuer-
do en forma provisional por un plazo no superior a dos
años.

Artículo 32. Aplicación especial.

Cuando se haya sometido una controversia al Tribunal
de conformidad con el Estatuto, todo Estado que no
sea parte en el presente Acuerdo y sea parte en la con-
troversia podrá, exclusivamente a los fines de la causa
y mientras dure la controversia, hacerse parte en el pre-
sente Acuerdo mediante el depósito de un Instrumento
de Aceptación. Los Instrumentos de Aceptación serán
depositados en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas y entrarán en vigor en la fecha del
depósito.

Artículo 33. Denuncia.

1. Un Estado Parte, mediante notificación dirigida
por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas,
podrá denunciar el presente Acuerdo. La denuncia entra-
rá en vigor un año después de la fecha de recepción
de la notificación, a menos que en la notificación se
indique una fecha posterior.

2. La denuncia no afectará de manera alguna a la
obligación de un Estado Parte de cumplir cualquiera de
las obligaciones establecidas en el presente Acuerdo a
que esté sujeto de conformidad con el derecho inter-
nacional e independientemente del presente Acuerdo.

Artículo 34. Depositario.

El Secretario General de las Naciones Unidas será
el depositario del presente Acuerdo.

Artículo 35. Textos auténticos.

Las versiones en árabe, chino, español, francés, inglés
y ruso de este Acuerdo serán igualmente auténticas.
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En testimonio de lo cual, los Plenipotenciarios que
suscriben, debidamente autorizados, han firmado el pre-
sente Acuerdo.

Abierto a la firma en Nueva York, el día primero de
julio de mil novecientos noventa y siete, en un solo ori-
ginal en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso.

ESTADOS PARTE

Fecha depósito
Instrumento

Firma

Alemania . . . . . . . . . . . . . . 18- 5-1999
Arabia Saudita . . . . . . . . 30-11-2001 AD
Argentina . . . . . . . . . . . . . 2- 6-1998
Australia . . . . . . . . . . . . . . . 26- 5-1999 30- 7-2001 R
Austria . . . . . . . . . . . . . . . . . 1-10-2001 AD
Bélgica . . . . . . . . . . . . . . . . 19- 3-1999
Camerún . . . . . . . . . . . . . . 30- 7-2001 AD
Croacia . . . . . . . . . . . . . . . . 27- 5-1999 8- 9-2000 R
Eslovaquia . . . . . . . . . . . . 22- 6-1999 20- 8-2000 R
España . . . . . . . . . . . . . . . . 9-10-2001 AD
Finlandia . . . . . . . . . . . . . . 31- 3-1999
Ghana . . . . . . . . . . . . . . . . . 30- 6-1999
Grecia . . . . . . . . . . . . . . . . . 1- 7-1997
Jordania . . . . . . . . . . . . . . . 17- 4-1998
Kuwait . . . . . . . . . . . . . . . . . 15- 6-1999
Líbano . . . . . . . . . . . . . . . . . 15- 6-1999
Noruega . . . . . . . . . . . . . . . 1- 7-1997 1- 8-1997 R
Omán . . . . . . . . . . . . . . . . . . 28- 9-1998
Países Bajos . . . . . . . . . . 28- 8-1998 25- 3-1999 R

D. Territorial: Por el Reino en Europa

Portugal . . . . . . . . . . . . . . . 30- 6-1999
Reino Unido . . . . . . . . . . . 3-12-1997
República Checa . . . . . 26-10-2001 AD
República Unida de

Tanzania . . . . . . . . . . . . 17-12-1998
Senegal . . . . . . . . . . . . . . . 1- 7-1997
Sri Lanka . . . . . . . . . . . . . . 30- 6-1999
Túnez . . . . . . . . . . . . . . . . . . 9- 4-1999

El presente Acuerdo entrará en vigor de forma general
y para España el 30 de diciembre de 2001, de con-
formidad con lo establecido en su artículo 30.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 26 de diciembre de 2001.—El Secretario

general técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores,
Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

972 ORDEN TAS/55/2002, de 8 de enero, por
la que se crea el Centro Estatal de Atención
al Daño Cerebral.

Alcanzar la necesaria inserción social mediante el ade-
cuado desarrollo personal y la participación en igualdad
de condiciones con el resto de los ciudadanos, constituye
el objetivo final de la vigente legislación española dirigida
la integración social de las personas con discapacidad.

Para conseguir este objetivo, se ha venido aprobando
desde la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración
Social de los Minusválidos, una amplia normativa regu-
ladora, instituyendo las diferentes medidas de integra-
ción contempladas en el Plan Estatal de Acción para
las Personas con Discapacidad, así como en los Pro-
gramas consecuentes dirigidos al desarrollo de la pre-
tendida equiparación compensatoria.

Algunos de estos grupos portadores de discapacidad,
evidencian la necesidad de ofrecer una respuesta cada
vez mas especializada, en la medida que los avances
tecnológicos y la investigación lo permita, como es el
caso del daño cerebral sobrevenido, cuya incidencia en
nuestra Sociedad se hace cada vez mas patente como
consecuencia de secuelas traumáticas producidas por
causas diversas, accidentes de tráfico, laborales o bien
por agentes de diversa naturaleza, vasculares, tumo-
res etc., y que afectan en su conjunto a un importante
grupo de ciudadanos que requieren de atenciones socio-
sanitarias muy especializadas.

Para responder a estas situaciones, el Ministerio de
Trabajo y Asuntos Sociales, en virtud de las facultades
que se determinan en los artículos cuarto y décimo del
Real Decreto 140/1997, de 31 de enero, por el que
se modifica parcialmente la estructura orgánica básica
del Ministerio y se transforma el Instituto Nacional de
Servicios Sociales en Instituto de Migraciones y Servicios
Sociales (IMSERSO) y en el artículo 16.d) de la Ley Orgá-
nica 9/1992, de 23 de diciembre, de transferencia de
competencias a las Comunidades Autónomas que acce-
dieron a la autonomía por la vía del artículo 143 de
la Constitución, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les procede a la creación del Centro para la integración
social de personas aquejadas de daño cerebral sobre-
venido, que permita ofrecer la atención y recuperación
posibles para incrementar las expectativas de Inserción
de este colectivo en el entorno social, el necesario apoyo
e información a las familias y asociaciones, estimulo a
la investigación y desarrollo de programas para el segui-
miento, colaboración y coordinación con las instituciones
públicas y privadas desde el enfoque sociosanitario.

En su virtud, previa aprobación del Ministro de Admi-
nistraciones Públicas, dispongo:

Primero. Creación del Centro Estatal de Atención
al Daño Cerebral.

1. Se crea el Centro Estatal de Atención al Daño
Cerebral, sito en calle Río Bullarque, sin número de
Madrid, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
bajo la dependencia de la Subdirección General del Plan
de Acción y Programas para Personas con Discapacidad
del Instituto de Migraciones y Servicios Sociales
(IMSERSO).

2. El Centro Estatal de Atención al Daño Cerebral
se configura como un Centro de Servicios del Instituto
de Migraciones y Servicios Sociales, de ámbito nacional,
a cuyo frente existirá un Director-Gerente, que será nom-
brado por el Director General del IMSERSO.

Segundo. Fines.—Son fines primordiales del Centro
Estatal de Atención al Daño Cerebral:

1. La rehabilitación socio-sanitaria de las personas
discapacitadas con grave daño cerebral sobrevenido por
el tiempo establecido por la Comisión técnico-facultativa
de admisión del Centro.

2. El impulso en todos los territorios del Estado de
la rehabilitación y la mejora en la calidad de vida de
las personas discapacitadas con grave daño cerebral
sobrevenido y de sus familias cuidadoras.


